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Causa n° 53.831  “C., M. A. c/ R.P., 

                 F. M. y A., M.L.. Inciden

                 te de determinación de valores”.                 

                 Juzg. Civ. y Com. Nº 1 – Azul. 

                 Reg........4..............Sent. 

En la ciudad de Azul, a los      2         días del mes de              

Febrero del año Dos Mil Diez, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial Departamental, Sala II, Doctores Jorge Mario Galdós, Ana María De Benedictis y Víctor Mario Peralta Reyes, para dictar sentencia en los autos caratulados: “C., M. A. c/ R.P., F. M. y A., M.L.. Incidente de determinación de valores” (Causa Nº 53.831), habiéndose procedido oportunamente a practicar la desinsaculación prescripta por los arts. 168 de la Constitución Provincial, 263 y 266 del C.P.C.C., resultando de ella que debían votar en el siguiente orden: Dr. GALDÓS – Dra. DE BENEDICTIS – Dr. PERALTA REYES. 
         Estudiados los autos, el Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

-C U E S T I O N E S-

         1ª.- ¿Es justa la sentencia de fs. 144/150 y la regulación de honorarios practicada en la misma?.

         2ª.- ¿Corresponde decretar la deserción del recurso de apelación interpuesto a fs. 155 por el Dr. M. A. C.?. 

         3ª.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?.

-V O T A C I Ó N-

         A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Señor Juez Dr. GALDÓS, dijo:

         I) 1) El doctor M. A. C. se presentó en ejercicio de su propio derecho y dedujo el presente incidente para determinar el monto del juicio a fines de su regulación de honorarios. Expresó haber cesado en el patrocinio letrado del señor F. M. R.P., el que cumplió en los autos caratulados “R.P., F. M. y A. P., M.L. s/ Divorcio vincular” (exp. n° 58.476, agregado por cuerda y que tengo a la vista). Explicó que la disolución y liquidación de la sociedad conyugal se implementó mediante un convenio de partición y adjudicación de bienes, el cual fue judicialmente homologado por sentencia que se encuentra firme y peticionó se determinen las bases sobre las cuales deberán regularse sus honorarios profesionales por el pacto citado. Sostuvo que corresponde aplicar los artículos 21, 38 y 45 del decreto-ley 8904/77, es decir, la escala del 8 al 25% del valor del proceso con una reducción del 20%. Detalló que el convenio homologado incluye bienes inmuebles, muebles, semovientes, automotores, derechos creditorios y acciones de entidades privadas.

         2) El señor F.M.R.P. se presentó y espontáneamente contestó el pedido formulado por el Dr. C. (fs. 120/132 vta.). Su objeto es lograr la morigeración de la base sobre la cual corresponderá regular honorarios y que se adecúe a la labor efectivamente cumplida por el letrado cesante en su patrocinio, reduciéndose equitativamente por debajo del valor que resulte de la aplicación estricta de los mínimos arancelarios. Invocó el artículo 1627 del Código Civil. En forma subsidiaria solicitó la regulación en el mínimo de la escala legal.

         3) La petición del señor R.P. fue bilateralizada (fs. 134) y tuvo su réplica (fs. 139/143). El Dr. C. solicitó se tuviera por determinado el valor del juicio a los fines de la regulación de honorarios en el principal, finiquitándose la incidencia. Destacó que se acordó otorgar un valor entero y definitivo a los bienes objeto del convenio homologado judicialmente, comprensivo de inmuebles, muebles, derechos creditorios, acciones de sociedades, establecimiento comercial o de servicio y dinero. Afirmó que se ha procurado minimizar su actuación profesional, desestimando su importancia. Argumentó que el artículo 1627 del Código Civil no autoriza un apartamiento absoluto de la norma arancelaria local; a su juicio, lo que la norma permite es lo contrario de lo que pretende su ex patrocinado, ya que aquí se trata de establecer cuáles son los valores en juego. El profesional respondió a la pretendida reducción de los porcentajes y también rebatió el planteo de ejercicio abusivo del derecho, razonando en torno del artículo 27 del decreto-ley 8904/77, su razón, fundamento y atinencia.
         II) El señor Juez a quo determinó el valor del juicio y procedió a la regulación de honorarios que cuantificó en $ 488.960. Impuso las costas por su orden. La resolución que viene apelada se funda, en esencia, en que: 

         - En los autos caratulados "R.P. F. M. y A. P. M.L. s/ Divorcio, fue agregado el convenio de partición y división de bienes celebrado por las partes (fs. 35/41). En el punto séptimo se destacó la intervención del doctor M. A. C., como abogado del señor F. M. R.P.. Según lo acordado, las costas debían ser soportadas en el orden causado. El Juzgado homologó el convenio celebrado resolución que fue notificada a las partes (fs. 42 y fs.45/46).

         - A raíz de la renuncia del doctor C. al patrocinio letrado del señor F. M. R.P., se dispuso la formación del incidente de determinación de valores que se circunscribe única y exclusivamente a la parte de los bienes de la sociedad conyugal adjudicados a R.P. y a los honorarios que le corresponden al Doctor C., por su intervención en la disolución de la sociedad conyugal; además, a los devengados en provecho del doctor D. E. C., patrocinante de R.P. en este incidente.

         - El señor F. M. R.P. por un lado -patrocinado por el doctor C.-, y el doctor C. por otro, determinaron en u$s 4.000.000, el valor de los bienes adjudicados al citado cónyuge, equivalentes al 50% de la sociedad conyugal. En consecuencia, la base regulatoria para la disolución de la sociedad conyugal y para el incidente de determinación de valores asciende a u$s 4.000.000, resultando del acuerdo celebrado voluntariamente por los interesados (fs. 60).

         - El artículo 45 del decreto-ley 8904/77 dispone que "en la liquidación de disolución de la sociedad conyugal se aplicará lo normado en el art.38". Esta norma prescribe que "tratándose de división de bienes comunes, se aplica la escala del art.21, reduciéndose el monto del honorario en un veinte por ciento, atendiendo al valor de los bienes conforme a lo dispuesto en el art.27, sí la gestión hubiera sido de beneficio general y con relación a la cuota ó parte defendida, sí fuere solo en el beneficio del patrocinado". También aplicó el criterio que rige en institutos similares como el desalojo y la ejecución de sentencia, en la arancelaria, donde en el caso del desalojo la normativa legal -art.40 in fine de la Ley 8904- contempla la situación del convenio de desocupación (50% de la escala) y en el caso de la ejecución de sentencia -art.41 primera parte del citado texto legal-, la misma proporción.

         - Corresponde tener en cuenta que en este caso la liquidación y disolución de la sociedad conyugal se logró mediante un acuerdo de partes; que el único punto contradictorio resulta ser la determinación de la base regulatoria; en fin, que no ha existido un proceso contradictorio complejo. Todo ello no implica soslayar la tarea profesional desarrollada por el letrado interviniente pues, aun cuando el volumen de las actuaciones no lo indique, la faena ha sido empeñada con contracción y responsabilidad profesional. El principio de proporcionalidad rige en esta materia. El trabajo profesional desarrollado demuestra responsabilidad y conocimiento, acompañado de un espíritu conciliatorio puesto de manifiesto en la búsqueda de un resultado menos perjudicial para los intereses del obligado al pago. Cada estipendio, por un lado, debe guardar una proporción razonable con el monto en juego y la labor desarrollada y, por otro, debe existir una equitativa relación armónica entre los emolumentos fijados. Por ello, al juego armónico de los artículos 45, 38, 2l y 27 del decreto-ley 8904/77, corresponde agregar por analogía los institutos citados precedentemente para  una morigeración del cincuenta por ciento.

         - En cuanto a los honorarios devengados por el trámite incidental, es preciso tener en cuenta: que se promovió a efectos de determinar la base regulatoria de la etapa correspondiente a la disolución y liquidación de la sociedad conyugal, con relación al Dr. C.; que corresponde regular honorarios únicamente al doctor C., por su actuación como patrocinante del señor F. M. R.P.; que las actuaciones se relacionan con la conformación -denuncia y estimación de valores-, de los bienes correspondientes a su patrocinado.

         - Si bien corresponde aplicar el artículo 47 de la ley arancelaria, el honorario se regulará teniéndose en cuenta el monto que se reclame en el principal, aplicándose en los incidentes de un 20 a un 30% de la escala del artículo 21. El honorario debe ser morigerado en razón de que el doctor C. no participó de la formulación del convenio de disolución y liquidación de la sociedad conyugal (fs. 35/41) y por lo tanto resulta ajeno al mismo y le es inoponible por su condición de tercero. 

         - Además, los parámetros legales de fijación de honorarios dan por sentado, aún cuando no lo expresen con claridad, la existencia de un proceso con sus distintas alternativas de demanda, contestación, prueba y sentencia. Ello no ha ocurrido en autos. Las partes se han puesto de acuerdo sobre la base regulatoria (u$s 4.000.000), lo que evidencia un alto grado de sensatez, significando para ellas un considerable ahorro de energía y trabajo profesional que autoriza a ser moderado en la regulación, para adecuarla a una circunstancia fáctica que no es la que se tiene en cuenta por el juego de los artículos 45, 38, 21 y 27 del decreto-ley 8904/77.

         - La actitud observada por las partes intervinientes en el presente incidente han demostrado una actitud conciliatoria y no obstruccionista. Ello justifica imponer las costas por su orden (art. 71 del C.P.C.C.).

         - En definitiva se cuantificaron los honorarios de la siguiente manera: para el doctor M. A. C. $ 488.960,00 y para el doctor D. E. C. $ 97.792,00; en ambos casos con más el aporte de la ley 10.268. Para la conversión del dólar a pesos, se tuvo en cuenta la paridad cambiaria del 03-08-09, valor promedio entre tipo comprador y vendedor (3,80/3,84, promedio 3,82), dando por resultado una base regulatoria de $ 15.280.000,00. Sobre dicho monto deberán abonarse la tasa de justicia y sobretasa.

         III) El señor F. M. R.P. interpuso recurso de apelación y lo fundó en el mismo acto (fs. 157/166), siéndole concedido en relación y disponiéndose el traslado de sus fundamentos (fs. 169). Posteriormente, en un segundo escrito (fs. 172/182  vta.), reprodujo los fundamentos ya vertidos, reiterando el Juzgador el traslado al apelado (fs. 183). La réplica, entonces, se dio por partida doble, conforme los dos traslados ordenados (fs. 184/189 vta. y fs. 192/197 vta.).

         También apeló por altos los honorarios regulados a su letrado patrocinante (fs. 168), quien por su propio derecho los apeló por altos (fs. 168 y vta.); ambos recursos fueron concedidos en relación (fs. 169).

         Los agravios del apelante pueden ser resumidos del modo siguiente: 

         1) Solicita se revoque la sentencia y se regulen los honorarios sin tomar en cuenta el valor real de los bienes ni atender a los porcentuales de la ley 8904, teniéndose sólo en cuenta la naturaleza y alcances de la tarea realizada, conforme el art. 1627 del Código Civil. Subsidiariamente pide se regulen los honorarios en el mínimo de la escala legal. Explica que en el escrito en el que se determinó el valor de los bienes adjudicados quedó claro que no se trataba de la base regulatoria, por lo que se agravia de que se considere como tal el 50% de la suma de U$S 4.000.000.- Insiste sobre el punto y reitera su postura al contestar el incidente. Sostiene que han quedado sin tratamiento sus alegaciones y que debe evitarse una regulación excesiva y desproporcionada.

         2) Más adelante afirma que es un error considerar que se morigeró en un cincuenta por ciento la regulación de honorarios practicada, ya que se ha hecho aplicación estricta de la ley arancelaria en sus mínimos legales. Sostiene que de acuerdo a la ley arancelaria según el art. 41 o el 9 ap. II inc. 10, el resultado deberá reducirse nuevamente en un 50%, por lo cual, el mínimo es 3,2% y el máximo 10%; resultando tales porcentajes de la aplicación de la escala del artículo 21 (8% al 25%), reducidos en un 20% según el artículo 38 y, a su vez, vueltos a reducir en un 50% según los artículos 41 ó 9. En el caso de autos el procedimiento desarrollado sólo propende a la ejecución de una sentencia homologatoria. 

         3) El señor Juez omitió expedirse sobre la inaplicabilidad al caso de la opción prevista por el art. 27 del decreto-ley 8904/77. Invoca y defiende la aplicación del artículo 1627 del Código Civil, para establecer de tal manera una regulación de honorarios profesionales que guarde proporción con la labor efectivamente desarrollada; refiriéndose, además, a los artículos 13 y 14 de la ley 24.432 y al decreto PEN 240/99. Si bien la regulación se practicó según pautas mínimas, no se debió tomar como base regulatoria el valor real asignado a la porción adjudicada.  En suma, afirma que en la sentencia apelada se ha omitido morigerar tanto la base regulatoria como la regulación de honorarios. 

         4) Vuelve el apelante a referirse a la omisión en que incurrió el sentenciante, al dejar indefinido el criterio que corresponde para el caso, respecto del art. 27 inciso a de la ley arancelaria. Advierte que el monto asignado al conjunto de bienes que se le adjudicaron, prácticamente corresponde a los inmuebles, dado que el letrado peticionante les atribuyó un valor de u$s 4.335.000. Con relación a la norma precitada alega el apelante que la prerrogativa otorgada al profesional debe ser utilizada con prudencia y sólo en casos en la aplicación de la regla resulte violatoria del derecho a percibir una remuneración digna, acorde con las tareas efectivamente realizadas. Agrega que la normativa vino a dar una solución adecuada en época de inflación constante y que si bien en la actualidad el envilecimiento de la moneda existe, los valores fiscales son actualizados en forma permanente. Concluye que el procedimiento establecido por el artículo 27 sólo corresponde cuando se demuestre que la valuación fiscal actualizada no guarda relación con la importancia del asunto y las tareas efectivamente cumplidas, dado que de lo contrario se consagran regulaciones abusivas. El apelante considera excesivas las regulaciones practicadas en beneficio de los profesionales, por los honorarios devengados en el trámite de este incidente.

         Al contestar el traslado el doctor C. afirma que la expresión de agravios es técnicamente deficiente, destacando que las omisiones denunciadas no son tales porque las cuestiones han sido resueltas implícitamente y en forma negativa. En cuanto a la base regulatoria, señala que no se incurrió en confusión, puesto que en la sentencia recurrida se refirió claramente a ella al estimar que resulta del monto acordado y que no podía apartarse de esos valores a tenor de los artículos 21 y 27 de la ley arancelaria. En punto a la morigeración de los honorarios en un cincuenta por ciento, advierte la contradicción en que incurre el apelante, pues el señor Juez en definitiva, receptó uno de los planteos subsidiarios formulados. Por otra parte, la sentencia fue motivada legalmente en los artículos 21, 38, 41 y 45, resultando así beneficiado el impugnante; señala, al respecto, que el a quo se apartó de un precedente de esta Sala II (causa “Ordoqui”), practicando una doble reducción, considerándose obligado a reiterar los argumentos en contra de la pretensión revisora. Señala que se acordó un valor de conjunto para definir la base a los fines regulatorios, la cual comprende bienes heterogéneos entre los que figuran inmuebles, sin asignar valores individualmente. Agrega que el convenio en cuestión fue el fruto de trabajos por más de un año y medio, contados desde los preparativos de la primera presentación del divorcio conjunto y hasta la homologación judicial. Achaca la intención de minimizar y desmerecer su desempeño profesional, adoptando una postura reduccionista que pasa por alto la tarea efectivamente cumplida y que desconoce la vigencia del artículo 16 del decreto-ley 8904/77, afirmando la inaplicabilidad al caso del artículo 27. En cuanto concierne al artículo 1627 del Código Civil, razona que sólo habilita la reducción equitativa aun por debajo de los mínimos arancelarios, cuando estos últimos comportan una remuneración desproporcionada con respecto a la labor profesional prestada. Critica además la intención del apelante cuando procura justificar la exclusión del artículo 27 premencionado, señalando que la norma que en realidad se refiere a la desactualización de los valores es el artículo 24, encontrando concordancia entre el primer precepto y el artículo 16, en cuanto este último consagra el principio de trascendencia. Agrega que la actualización de valores conforme vía ley 10.707, excluye el adicional del 20% previsto en el artículo 27; por lo que, a su juicio, no justifica que debe prescindirse de la prerrogativa que la ley concede al profesional. En suma, en cuanto al denunciado abuso del derecho, afirma que no se verifica en el caso de autos, dado que no se vislumbra un fin socialmente objetable, o la ausencia de interés o la intención de perjudicar.                                   

         IV) 1) El recurso no puede prosperar. Para fundar mi conclusión habré de acudir a los argumentos esenciales para decidir sin seguimiento estricto a todas las postulaciones de los recurrentes. Este Tribunal ha resuelto que “el juez no está obligado a seguir todos y cada uno de los planteos de las partes sino que abastece el decisorio que analiza y pondera las cuestiones esenciales" (cf. J.A., 1979-III-589 y 1980-III-348; C.S., E.D., 141-736; 141-736; C.N.Civ., Sala H, 22/9/94, "Carrefour", L.L. 1995-C-24; esta Sala, causas Nº 38754, 7/10/97, "Tonel"; Nº 45811, 5/8/2003, "Fisco Pcia.Bs.As..."; Nº 47228, 12/10/2004, “Cooperativa Falucho de Viviendas...”; Nº 50959, 04/10/07, “Dicuonzo...”, entre otras).                               

         Sobre el régimen legal aplicable a la cuestión litigiosa este Tribunal en anterior precedente, citado por el fallo apelado, se pronunció con anterioridad. “El art. 45 del Decreto/Ley 8904/77 dispone que “en la liquidación y disolución de la sociedad conyugal se aplicará lo normado en el art. 38”. Por su parte, el art. 38 determina que “tratándose de división de bienes comunes, se aplicará la escala del art. 21, reduciéndose el monto del honorario en un veinte por ciento, atendiendo al valor de los bienes conforme a lo dispuesto en el art. 27, si la gestión hubiera sido de beneficio general y con relación a la cuota o parte defendida, si fuere solo en el beneficio del patrocinado”. Cabe aclarar que la primera de las normas referidas (el art. 45) ha suscitado dudas interpretativas en los casos en que la disolución y liquidación de la sociedad conyugal no tramita por vía contradictoria, sino que se logra a través de un acuerdo, como acontece en el sub-lite. La doctrina y la jurisprudencia ha sostenido que en esos casos también debe aplicarse esa norma –debidamente integrada con el art. 38, al que remite- ya que de lo contrario se perjudicaría al letrado que con su intervención logró la composición del conflicto, merced a una tarea que muchas veces es tan ardua como llevar el proceso adelante (Lavié, Juan Manuel (h), “Honorarios de abogados y procuradores. Ley 8904”, pág. 338, y jurisprudencia allí citada; esta Sala, causa nº 48751, 23.06.2005, “Ordoqui...”, citada en la sentencia apelada). Señala ese autor citado, al analizar el supuesto de la presentación de convenio de liquidación, que si bien existe la eventual reducción de tareas respecto de los procesos autónomos de liquidación de la sociedad conyugal, “se entiende que las gestiones conciliatorias que concluyen en un acuerdo de esos alcances, deben ser retribuidas bajo las premisas arancelarias del artículo 45 ley 8904” (Lavié (h), ob. cit., p. 338). “La labor de los letrados concretada en la elaboración y presentación a la causa de un convenio por el cual las partes acuerdan el modo de liquidar y partir la sociedad conyugal, es una gestión profesional ajena a la desarrollada para obtener la sentencia de emplazamiento en el estado de divorciados, y tiene, en cambio, un contenido puramente patrimonial” (cf. C. N. Civ., sala F, 13-06-86, “C. de M., S. y M., I.”, E.D., 121-156).                                   

         En el mismo sentido se pronuncian Berizonce y Méndez, en su clásica obra, sosteniendo que en la liquidación convencional “no obstante la eventual reducción de tareas con respecto a los procesos autónomos de liquidación, han de ser igualmente tarifadas las actuaciones profesionales conforme a los criterios del artículo 38, para lo cual el juzgador podrá calificar los trabajos de acuerdo a las pautas del artículo 16, entre el mínimo y máximo de la escala legal, con la reducción dispuesta por aquella norma” (cf. Berizonce, Roberto O. – Méndez, Héctor O., “Honorarios de abogados y procuradores”, pág. 186). Y concluyen que “resulta manifiesto que, prescindiendo de la magnitud de la tarea procesal realizada, se llega a igual resultado definitivo que en cualquier proceso liquidatorio, bien que por la vía –alentada por ley- de las gestiones conciliatorias, habitualmente trabajosas y más arduas que los propios trabajos en el expediente. Por lo demás, -concluyen- remunerando con justicia este tipo de tareas, se evitará la proliferación de demandas contradictorias, premiándose la labor de los profesionales que, en su rol de principales auxiliares del juez, han desplegado una actividad conciliadora tendiente a encauzar el divorcio por esta vía” (auts. y ob. cit.).               

         Sin embargo no cabe desconocer que se han vertido algunas posiciones en contrario (cf. Larroza, Ricardo Osvaldo – Taranto, Hugo Omar, “Honorarios de abogados y procuradores Ley 8904 de la Provincia de Buenos Aires. Anotada. Concordada con la ley 21.839”, pág. 340; Hitters, Juan Manuel – Cairo, Silvina, “Honorarios de Abogados y Procuradores”, pág. 476). En tal sentido –y como lo postula el apelante- “se ha resuelto que si la liquidación de la sociedad conyugal se lleva a cabo sobre la base de un convenio de división celebrado por las partes sin contienda al respecto, se está frente a un procedimiento que tiende, únicamente, a la ejecución de ese acuerdo introducido con la demanda conjunta en un momento ulterior y receptado en la sentencia de divorcio, por lo que, además de aplicarse la escala del art. 21 reducida en un 20% (art. 38), debería de computarse, a su vez, la disminución que indica el art. 41 para el procedimiento de ejecución de sentencia” (cit. por Kielmanovich, Jorge L., “Código Procesal Civil y Comercial de la Nación”, Tomo II, pág. 1539). Replicando esa posición, y adhiriendo a la adoptada por este Tribunal, puntualiza Kielmanovich que no comparte aquél criterio “pues el art. 45 ley 8904 ya contempla una sensible reducción precisamente a partir del proceso liquidatorio que aprehenden dichos trámites” (aut. y ob. cit.).                 

         De modo que, acudiendo a los antecedentes de la Sala, quedó definido el régimen legal aplicable, lo que desplaza la pretensión del recurrente de acudir a otros criterios de ponderación.                                  

         Así las cosas entiendo que resulta importante puntualizar dos cuestiones. Por un lado y con relación al alcance de las etapas en juego para regular los honorarios profesionales, “la disolución de la sociedad conyugal es previa al proceso de liquidación, y opera por virtud de la sola sentencia de divorcio. La liquidación y consiguiente partición de bienes, comprende todos los actos posteriores a la disolución; por lo que las previsiones del art. 38 de la ley 8904 sobre división de bienes comunes, es la tarifación que corresponderá al ulterior trámite de la liquidación” (cf. ley 17711 y Cód. Civil art. 1306; Cám. Civ. 1ª, Sala 1ª, Mar del Plata, 16.06.88, “I., E. M. ...”, SuM. Juba B1350202, entre otras).                         

         El otro aspecto, sobre el que no existe discusión, es que los bienes del acervo conyugal computables son los que corresponden al cónyuge F. M. R.P., y “por su cuota” (art. 38 ley 8904), y que pese a la queja del recurrente, la base a computar para la regulación de honorarios es la del valor “real” acordado de los bienes. Resulta inatendible fraccionar y atribuir –como se pretende- dicho valor real sólo a los fines de la adjudicación de los bienes de los esposos y dejarlo de lado a los fines arancelarios (conf. escrito fs. 60).                  

         Tampoco es admisible la pretensión del agravio de acudir directamente al art. 1627 Cód. Civil en lo atinente a la reducción de los honorarios profesionales cuando la aplicación de las leyes arancelarias condujera a “una evidente e injustificada desproporción entre la retribución resultante y la importancia de los labor cumplida”. Aún ateniéndose a los argumentos del recurso y a los dos requisitos que establece la norma (que la desproporción sea evidente e injustificada), no se cumplimenta el recaudo de que la aludida desproporción resulte “... indiscutible, manifiesta, inmediatamente apreciable, notoria” (cf. Bueres, Alberto J. dirección – Highton, Elena I. coordinación, “Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial”, Tº 4 A, pág. 560, cit. por el apelante; esta Sala, causa 43.327 del 22/8/01, “Credi Paz ...”; causa 54.089 del 29/12/09, entre otras).                   

         Por lo demás, lo cierto y decisivo es que el monto de honorarios profesionales objeto del litigio al que se arribó (pese a la afirmación del Sr. Juez de Grado de que se habría efectuado una morigeración sobre la base computable), asciende a $ 488.960.- que es el que resulta de considerar las escalas de las normas arancelarias aplicables (arts. 21, 38 y 45 del Dec./Ley 8904/77).                        

         Finalmente, y dado que del expediente y por acuerdo de partes, surge de autos “el valor real de los bienes” (fs. 60) no cabe prescindir de ellos toda vez que “... en los juicios que versan sobre inmuebles o derechos sobre ellos, es principio general que su monto, a los fines regulatorios, debe determinarse en base a la tasación que obre en el expediente. Sólo en caso que ella falte, debe recurrirse al monto consignado en las valuaciones fiscales incrementado en un 20% y sujeto, eventualmente, a las restantes contingencias que prevé la norma (art. 27 inc. a, Decreto-Ley 8904/77). Prescribe, además, que no debe tomarse cualquier valuación fiscal sino aquella emitida ‘al momento en que se practique la regulación’” (cf. esta Sala, causa nº 52.226, 28/05/2008, “Fiorio...”).                             

         Por lo expuesto, procede confirmar la regulación de honorarios del Dr. M. A. C. -por su actuación en el proceso caratulado: “R.P., F. M. y A. P., M.L.. Divorcio Vincular” (Expte. nº 58.476), en lo que ha sido objeto de la litis- en la suma de pesos ……………($ ……………….-), con más el aporte legal.   

         2) Con relación a los honorarios del Dr. C. en su intervención profesional como letrado en causa propia (me refiero a este proceso incidental) la sentencia recurrida interpretó –en pronunciamiento firme- que “corresponde regular honorarios únicamente al Dr. D. E. C. como patrocinante del Señor F. M. R.P. y por las actuaciones que motivara la conformación (denuncia y estimación de valores) de los bienes correspondientes a su patrocinado” (sic. fs. 148 vta.). Ello se corresponde con el punto 1) de la parte resolutiva en el que se procedió a cuantificar exclusivamente en $ 97.792.- los honorarios profesionales del Dr. C. (conf. fs. 150).                        

         Se desprende entonces que al no haberse recurrido ese aspecto del decisorio la cuestión ha quedado firme (arts. 260, 261 y 273 del C.P.C.C.).                   

         3) Imponer las costas en la Alzada al demandado vencido (art. 68 del C.P.C.C.).                         

         4) Con relación a los honorarios del Dr. C. apelados a fs. 168 por altos, corresponde abocarse al tratamiento de dicho remedio procesal.                          

         En atención al monto objeto de la presente litis, es decir la suma de pesos ……………… ($ ……………….-), al valor y mérito de los trabajos realizados, y según lo normado por los arts. 13, 14, 15, 16, 21, 22, 47 y concs. del Decreto/Ley 8904/77, regúlanse los honorarios del Dr. D. E. C., quien actúa como patrocinante de la parte demandada, en la suma de pesos ……………………… ($ ………………….-), con más el aporte legal correspondiente, e I.V.A. en el caso de que dicho profesional se encuentre en la categoría de “Responsable Inscripto” ante dicho Tributo, MODIFICÁNDOSE así, la regulación recurrida de fs. 150.           

         5) Por los trabajos realizados ante este Tribunal, atento a lo dispuesto por el art. 31 del Decreto/Ley 8904/77, regúlanse los honorarios del Dr. D. E. C., en la suma de pesos ………………… ($ ……………….-), con más el aporte de ley, e I.V.A. en el caso de que dicho profesional se encuentre en la categoría de “Responsable Inscripto” ante dicho Tributo.  
         Así lo voto.

         A la misma cuestión, los Señores Jueces, Doctores DE BENEDICTIS y PERALTA REYES, votaron en idéntico sentido.
         A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Señor Juez Dr. GALDÓS, dijo:           

         Como quedó expuesto en los considerandos precedentes de la cuestión anterior, la suma fijada en concepto de honorarios fue el resultado de un trámite incidental en el que se discutió la procedencia y cuantía.                      

         Consecuentemente la interposición del recurso de apelación de fs. 155 por el Dr. M. A. C. al no estar enmarcada en la normativa del art. 57 del Dec./Ley 8904/77, está encuadrado en lo dispuesto por los arts. 242, 243, 245, 246, 254, ccs. y sigts. del Código de Procedimientos, por lo que no habiendo sido fundado el mismo en tiempo y forma, corresponde aplicar la preceptiva de los arts. 260 y 261 del C.P.C.C., es decir, decretar su deserción. 

         Así lo voto.

         A la misma cuestión, los Señores Jueces, Doctores DE BENEDICTIS y PERALTA REYES, votaron en igual sentido.
         A LA TERCERA CUESTIÓN, el Señor Juez Dr. GALDÓS, dijo:       

         Atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del Acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada y lo dispuesto por los arts. 266 y 267 y concs. del C.P.C.C., corresponde: 1) confirmar la sentencia recurrida de fs. 144/150. 2) Imponer las costas en la Alzada al incidentado perdidoso (arts. 68 y 69 del C.P.C.C.). 3) Confirmar la regulación de honorarios del Dr. M. A. C. -por su actuación en el proceso caratulado: “R.P., F. M. y A. P., M.L.. Divorcio Vincular” (Expte. nº 58.476), en lo que ha sido objeto de la litis- según lo resuelto en el Considerando IV, apartado 1 “in fine” de la Primera Cuestión. 4) MODIFICAR, la regulación recurrida de fs. 150 practicada a favor del Dr. D. E. C., según lo resuelto en el Considerando IV, apartado 4, segundo párrafo de la Primera Cuestión. 5) REGULAR los honorarios de Alzada del Dr. D. E. C., de acuerdo a lo resuelto en el Considerando IV, apartado 5 de la Primera Cuestión. 6) DECRETAR LA DESERCIÓN del recurso de apelación deducido a fs. 155 por el Dr. M. A. C., según lo resuelto en la Segunda Cuestión.                
         Así lo voto.

         A la misma cuestión, los Señores Jueces, Doctores DE BENEDICTIS y PERALTA REYES, votaron en el mismo sentido.

         Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:

-S  E  N  T  E  N  C  I  A-
      Azul,       de Febrero de 2010.-

                        AUTOS Y VISTOS:
                              CONSIDERANDO:
                                           Por todo lo expuesto, atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del Acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada, y lo dispuesto por los arts. 266 y 267 y concs. del C.P.C.C., CONFÍRMASE la sentencia recurrida de fs. 144/150. IMPÓNGANSE las costas en la Alzada al incidentado perdidoso. CONFÍRMASE la regulación de honorarios del Dr. M. A. C. -por su actuación en el proceso caratulado: “R.P., F. M. y A. P., M.L.. Divorcio Vincular” (Expte. nº 58.476), en lo que ha sido objeto de la litis- según lo resuelto en el Considerando IV, apartado 1 “in fine” de la Primera Cuestión. MODIFÍCASE, la regulación recurrida de fs. 150 practicada a favor del Dr. D. E. C., según lo resuelto en el Considerando IV, apartado 4, segundo párrafo de la Primera Cuestión. REGÚLANSE los honorarios de Alzada del Dr. D. E. C., de acuerdo a lo resuelto en el Considerando IV, apartado 5 de la Primera Cuestión. DECRÉTASE LA DESERCIÓN del recurso de apelación deducido a fs. 155 por el Dr. M. A. C., según lo resuelto en la Segunda Cuestión. REGÍSTRESE. NOTIFÍQUESE por Secretaría y DEVUÉLVASE. Fdo.: Dr.Jorge Mario Galdós – Presidente – Cámara Civil y Comercial – Sala II – Dra.Ana María De Benedictis - Juez – Cámara Civil y Comercial – Sala II – Dr.Víctor Mario Peralta Reyes – Juez - Cámara Civil y Comercial – Sala II. Ante mí: Dra.María Fabiana Restivo – Secretaria – Cámara Civil y Comercial – Sala II.------------
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